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Más de mil carabineros, de los cuales
117 corresponden a operaciones policia-
les especiales. 

Ese es el contingente que, según la
propia institución, requiere para des-
plazar a las 10.251 personas que, de
acuerdo con datos del Ministerio de Vi-
vienda, residen hoy en la denominada
“megatoma” de San Antonio, una usur-
pación que surgió en 2019 y en la que
hay 4.136 inmuebles.

El número de efectivos se detalla en
un oficio enviado el 22 de noviembre
pasado por la jefa de la V Zona de Cara-
bineros, general Patricia Vásquez, al de-
legado presidencial regional, Yanino
Riquelme (PC), en el que le informa de
“los recursos institucionales para desa-
rrollar el desalojo de la megatoma Cerro
Centinela-San Antonio Cartagena”.

En el documento, la oficial señala que
tales servicios implican contar con la
fuerza operativa de la prefectura, com-
plementada con refuerzos de otras re-
particiones. Allí se deja constancia que la
planificación considera desarrollar di-
chos servicios en forma parcializada, en
cuadrículas de hectáreas, con personal
acotado, atendiendo el tamaño del terre-
no y la cifra de habitantes a desocupar.
También alerta que, ante la inminencia
del desalojo, circulan entre los residen-
tes del campamento mensajes de What-
sApp llamando a confeccionar molotov
y zanjas para resistir el actuar policial.

Ayer, la Constructora San Antonio S.A,
dueña del predio usurpado, ingresó a la
Corte de Valparaíso un escrito pidiéndole
a Carabineros activar tal operativo para
hacer cumplir la sentencia que ese mismo
tribunal dictó en junio de 2023 y que la
Corte Suprema ratificó en marzo del año
pasado, acogiendo el recurso de protec-
ción que interpuso pidiéndoles restable-
cer su derecho de propiedad.

El trámite fue concretado por el abo-
gado Diego Pereira luego de que este
martes el tribunal de alzada porteño de-
sestimara el recurso de los ocupantes
del predio privado de más de 200 hec-
táreas contra su negativa a ampliar el
plazo para el desalojo.

Expectativa “marzo”

En su resolución de este 11 de febrero,
los ministros Jaime Arancibia, Claudia
Parra y el abogado integrante Felipe
Caballero, desestimaron el recurso de
reposición de 45 páginas en el que cinco
dirigentes alertaron que desplazar 10
mil personas crearía una “crisis huma-
nitaria sin precedentes” en el país.

Las dirigentas Viviana Rivera, Vilma
Sáez, Elizabet Rivera y Rose Marie Cas-
tro, asesoradas por el topógrafo Gusta-
vo Sepúlveda, alegaron que la notifica-
ción de la sentencia —mediante tres
carteles instalados en distintos puntos
del campamento— no fue conforme a
Derecho, cuestionaron los límites de los
predios y aseguraron que la toma no fue
producto del estallido de 2019, sino de
la crisis desatada por la pandemia, que
obligó a familias sin casa abandonar in-
muebles en que vivían de allegados, se-

gún argumentaron.
También alegaron que las autorida-

des admiten que no están en condicio-
nes de brindarles un alojamiento transi-
torio, como la Corte les ordena, en res-
guardo de sus derechos humanos.

El tribunal de alzada insistió que el
debate está agotado y que tales argu-
mentos no desvirtúan lo resuelto. Solo
accedió a exigir al municipio de Carta-

gena, comuna en la que estaría una frac-
ción menor del predio, que informe en 8
días qué medidas está adoptando para
el desalojo.

El abogado Pereira destaca que “como
la gente no hizo abandono voluntario
dentro del plazo legal estipulado por la
Corte, solicitamos la intervención de Ca-
rabineros a fin de que planifique el lanza-
miento usando medios coercitivos”.

“Nuestra expectativa es que luego de
las notificaciones a los ocupantes, oficios
a la policía y la planificación, el desalojo
comience a concretarse en marzo. Porque
hace un año y medio las autoridades sa-
ben que esto debe producirse”, plantea.

Sobre las más de 4 mil casas levanta-
das en los terrenos, Pereira indica que
los ocupantes tienen derecho a desar-
marlas y llevarlas en los casos que sea

materialmente posible.

Negociaciones con el Estado

El pasado 7 de febrero, el delegado
presidencial de Valparaíso, Yanino Ri-
quelme (PC), sostuvo que el Ministerio
de Vivienda debe dar una solución a la
megatoma, “si es que este conflicto tie-
ne alguna salida”.

“Aquí hay una labor primero que tie-
ne el Ministerio de Vivienda y Urbanis-
mo, que entendemos que está en un pro-
ceso de conversaciones además y de se-
guir con su estrategia o de ver cuál es la
estrategia que se plantea frente a este he-
cho puntual. Estamos a la espera de cuál
va a ser esa definición respecto de la es-
trategia en particular del Minvu, pero
nosotros estamos haciendo todas las co-
ordinaciones para cumplir con todas las
órdenes que se nos han confiado”, dijo.

Al respecto, el abogado Pereira ase-
gura que no ha tenido ningún acerca-
miento de parte de la cartera ni han reci-
bido ninguna información oficial. 

Solo extraoficialmente, dijo, se ha en-
terado de que la planificación guberna-
mental calendarizaba a partir de este
jueves 13 una serie de encuentros para ir
eligiendo y formalizando juntas directi-
vas de 46 cooperativas, que agrupan a
2.995 familias, y que se extenderían
hasta marzo, lo que a su juicio refleja
“desdén” de la autoridad ante plazos
perentorios fijados por los fallos.

Acerca de la posibilidad de suspender
las gestiones para ejecutar el fallo, el pro-
fesional comentó que sus representados
están dispuestos a escuchar una pro-
puesta en que las autoridades den una
solución habitacional a los ocupantes,
pero atendiendo a sus intereses, que a su
juicio se resguardan con una venta direc-
ta del predio en su totalidad al Estado y
no en forma parcializada a los usurpado-
res organizados en cooperativas.

“Si es que se exhibe una voluntad y
una propuesta de solución serias, lo po-
dríamos estudiar. Nuestros clientes no
están cerrados a que existan negociacio-
nes de parte del Estado. Lo que pasa es
que este no se nos acerca a negociar. Ese
es el problema”, dice.

Consultado por este tema, el ministro
de Vivienda y Urbanismo, Carlos Mon-
tes (PS), asegura que “la Corte Suprema
dijo al Estado ‘tiene que desalojar’, no al
Ministerio de Vivienda, y el que lo hace
no es el Minvu, lo hace el delegado presi-
dencial. Formalmente a él le corresponde
organizar junto con el municipio”.

En ese sentido, el secretario de Estado
dice que hay que “buscar alternativas
que eviten caer en el extremo de un de-
salojo de 4 mil familias, con una gran
cantidad de niños. Además, serviría pa-
ra el futuro para resolver la situación en
otros campamentos”. 

Agrega que “revisando la experien-
cia de otros lados, llegamos a la idea de
que lo más razonable sería que las pro-
pias personas que se tomaron, compra-
ran el terreno, porque el Estado no tiene
plata y si tuviera tiene que comprarle a
otra gente que está postulando hace
más años y de otras maneras”.

Jueces de Valparaíso declaran improcedente elevar a la Suprema solicitud de más plazo hecha por ocupantes:

Corte rechaza último recurso contra desalojo de
megatoma y dueños piden activar fuerza pública

MAURICIO SILVA Y DIERK GOTSCHLICH 

Propietarios del predio usurpado en San Antonio exigen cumplir la sentencia,
mientras el ministro de Vivienda argumenta que corresponde a la Delegación
Presidencial lograr una solución y el delegado apunta al Minvu.
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‘‘El que tiene la
voz respecto de cuáles
son las salidas, si es
que este conflicto
tiene alguna salida,
es el Ministerio de
Vivienda y
Urbanismo”.
.........................................................

YANINO RIQUELME (PC)
DELEGADO PRESIDENCIAL DE
VALPARAÍSO, 7 DE FEBRERO

‘‘La Corte Suprema dijo
al Estado ‘tiene que
desalojar’, no al Ministerio
de Vivienda. El que lo hace
es el delegado presidencial.
Formalmente a él le
corresponde organizar
junto con el municipio”.
........................................................................

CARLOS MONTES
MINISTRO DE VIVIENDA Y URBANISMO, 12 DE
FEBRERO

Los preparativos para la cam-
paña de invierno de este año es-
tán en su fase final, pues en mar-
zo comenzará la vacunación
contra la influenza.

La iniciativa, que tendrá como
meta alcanzar al menos al 85%
de la población objetivo, cuenta
con una estrategia que incluirá
operativos en centros de salud,
vacunatorios móviles y campa-
ñas de comunicación.

El martes, además, se publicó
en el Diario Oficial el decreto
que hace obligatoria la vacuna-
ción contra la influenza en gru-
pos prioritarios, entre estos, el
personal de salud. 

Andrea Albagli, ministra (s)

de Salud, afirma que para la im-
plementación de la campaña se
han reunido con sociedades
científicas, Anatel, gobiernos re-
gionales y pronto “con los muni-
cipios, delegados presidenciales
y otros organismos”.

“Trabajo focalizado”

En la campaña se contempla a
personas con enfermedades cró-
nicas, embarazadas y otros gru-
pos de riesgo. Y, al igual que en
2024, se incluirá a los adultos
mayores desde 60 años. El año
pasado se decidió sumarlos a la
vacunación, pues hasta 2023 la
edad prioritaria comenzaba a
partir de los 65 años.

Eso sí, ese tramo etario es el

más complejo, ya que si bien en
la cuestionada campaña ante-
rior en el resto de los grupos se
logró el objetivo, en el de quie-
nes tienen 60 años o más la co-
bertura llegó a apenas el 65,5%,
lo cual, según especialistas, se
tradujo en un aumento de las
urgencias respiratorias durante
el segundo semestre.

Albagli, también subsecreta-
ria de Salud Pública, detalla
que “tendremos un trabajo fo-
calizado, por ejemplo, en las
personas entre 60 y 64 años” y
que “marzo y abril son meses
clave para que las personas
concurran a vacunarse en los
distintos puntos que tendre-
mos disponibles”.

estén protegidas antes del brote,
que suele ocurrir en invierno”. 

Coincide Catalina Dinali, di-
rectora médica de Clínicas
ACHS Salud, quien enfatiza que
“el ideal es vacunarse antes de
que comience el invierno y el pe-
ak de la presentación de los vi-
rus, para lograr la mejor protec-
ción para esa fecha”.

Además, Endeiza precisa que
“es importante llegar a los adul-
tos mayores que pueden ser los
más fatigados por la vacunación,
pero son también quienes más
necesitan la protección” y añade
que “la campaña comunicacio-
nal tiene que apuntar al riesgo
de no vacunarse y caer en cuida-
do de urgencias por una infec-
ción más grave”.

“Vacunarse tempranamente
es aún más importante ahora,
dado que los inviernos posterio-
res a la pandemia se han caracte-
rizado por tener una circulación
viral más temprana dentro del
año”, afirma.

De hecho, la constante presen-
cia de virus como la influenza, el
sincicial y el covid-19 ha puesto a
prueba la capacidad de respues-
ta del sistema, lo que refuerza la
importancia de la vacunación
como herramienta clave para
prevenir contagios.

María Luz Endeiza, infectólo-
ga de la Clínica Universidad de
los Andes, plantea que “el obje-
tivo tiene que ser llegar a mayo
con la mayor cantidad de perso-
nas vacunadas, para que así ya

Inmunización contra la influenza y otros virus:

Campaña de vacunación
se inicia en marzo y tendrá
desafío en la cobertura 
de adultos mayores

Especialistas indican que es crucial que las personas reciban la
dosis apenas comiencen las inoculaciones, para así contar con la
protección cuando surjan los brotes.

JUDITH HERRERA C.

COBERTURA.— En la campaña del año pasado, la vacunación en personas de 60 años o más alcanzó un 65,5%,
debajo de la meta que era llegar al 85%.
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‘‘Marzo y abril son meses clave
para que las personas concurran a vacunarse
en los distintos puntos que tendremos disponibles 
en todo el territorio”. 
........................................................................................................................................

ANDREA ALBAGLI
MINISTRA (S) DE SALUD 
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C

n ORIGEN La toma o “megatoma” de San Antonio, como la han
calificado algunos debido a sus dimensiones, comenzó a finales de
2019 con la llegada de familias al terreno del cerro Centinela o La
Virgen, entre la bahía del puerto y Cartagena.

n MASIFICACIÓN En medio de las dificultades que generó la pandemia
del covid-19, tanto por temas económicos como en labores de fiscaliza-
ción, el asentamiento precario fue creciendo hasta lo que es hoy: alberga
a unas 4 mil familias, que suman más de 10 mil pobladores.

n DESALOJO El 31 de enero se cumplió el plazo que la justicia
entregó al Estado para desalojar el terreno. Antes de ello, el tribu-
nal había ordenado que la salida de las personas que viven ilegal-

mente en el lugar se concretara en junio del año pasado. 
n PRÓRROGA Los pobladores de la toma acudieron a la Corte de

Apelaciones para postergar la salida, pero el tribunal rechazó su
recurso y dio luz verde al desalojo del terreno. 

n SIN ACUERDO La inmobiliaria inició un proceso legal a inicios de
2023 para recuperar y vender al Estado (o a los ocupantes) las
hectáreas usurpadas. Pese a la preocupación de los dueños del
predio, no ha habido mayores avances.

n OPERATIVO Según estimaciones de Carabineros, un desalojo de
estas magnitudes requeriría de 1.118 funcionarios policiales para
llevarse a cabo. 

Más de 5 años de ocupación ilegal
HITOS DE LA USURPACIÓN

La denominada
megatoma de
San Antonio
comenzó a for-
marse a fines de
2019, hasta alcan-
zar su extensa
dimensión.
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